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contenga una regulación suficiente, si bien-incompleta,.de las conductas
¡Hcitas y las sanciones aplicables, ya Que tal regulación no sana las
insuficiencias alribuibles a la propia Le)' qu.c le sirve de cobcnura, en
at(,lleíón al cumplimiento de la reserva conslitucionalde Ley~). Decla·
rJndo luego que (distinto es el supuesto en que la norma reglamentaria
pos{constllucional se limita. sin innovar el sistema de infracciones y
sanciones en vigor. a aplicar ~cstc sistema preestablecido al objeto
particularizado de su propia regulación- material. No cabe entonces
hablar propiamente de remisión normativa en favor de aquella disposi­
ción, puesto que la remisión implica la potestad conferida por la norma
de reenvío de innovar, en alguna medida, el ordenamiento por parte de
qUien la utiliza. En realidad, se trata mas bien de una reiteración de las
reglas sancionadoras, establecidas en otras normas más generales, por
aplicación a una materia singularizada incluida en el ámbito gcnéFico de
aquéllas». Doctrina ésta que-ha sido recogida en resoluciones posteriores
tales corno SSTC 101/1988' y 29/l989, entre otras, y Qüe, ademas se
acepta' aquí por las partes como punto de partida.

3. LJ única cuestión controvertida, pues, consiste_en determinar si
la Orden de 3 de abril de 1979 innovó, en el aspecto concreto queaQuí
interesa, el sistema sancionatorio anterior a la entrada en vigor de la
Constitución o si. por el contrario, se limitó a reiterar las normas
vigentes nplícándolas o especificándolas para una materia concreta. En
este punto. mientras que el recurrcnte considera que la citada Orden
innova el sistema sancíonatorio previsto en el Decreto·lcy 16/1977 y en
c"l Decreto 444/1977, el Abogado del Estado entiende que la infracción
ya se contemplaba en las normas preconstitucionales.

L<ls Resoluciones administrativas impugnadas sancionan la falta del
corrcpondicntc permiso de explotación de las máquinas' recreativas, al
amparo de lo dispuesto en el arto 45.10 de la Orden de 3 de abril de 1979
[son infracciones muy graves: lO) la explotación de máquinas de los
lipos 'A., B Ye sin obtener el correspondiente permiso de- explotación,
en forma dtstinta a lo previsto en el-mismo o si este ha caducado]. A
la vista de las normas prcronstiwcionales apuntadas puede afirmarse
que tal conducta nO se hallaba tipificada corno infracción administra~
liva, Elart. 4.1 del Dccrcto-lcy 16/1977, se limitaba a conceder una
habilitación genérica para que en el futuro se dictasen «las disposicion~s
complementarias que sean precisas pra la consecución de las finalidades
perseguidas por el 'presente Real Dccreto~ley, ,determinando las sancio~

nes administrativas que puedan imponerse para corregir las infracciones
de ,aquéllas)). Tal remisión a la futura regulación I'fglamentaria no
saüsfacc las exigencias del art'o 25.1 de la Constitución. como ya tuvo
ocasión de señalar este Tribunal en la citada STC 42/1987, dados los
:implísimos términos en que se -formula. Por otra parte, el arto 10 del
Real Decreto 444/1977 tipificaba en su apnrtado primero una serie de
infraccioncs entre las Que no se contempla la falta del permiso de
explotación de las máquinas recreativas; en su apartado segundo -se
limitaba a establecer las sanciones aplicables para tales infracciones y las
que en un futuro se prevean por los reglamentos particulares que se
dicten en ejecución del Real DecfC'to;y en el apartado tercero (modifi­
cado por el Real Decreto 2.709/1978. de 14 de octubre) se contenía una
nueva remisión a futuras normas 'reglamentarias para QUe en ellas se
«determinaran concretamente las infracciones, sanciones aplicables y el
proceQimiento ~ra ello».

Caducada, tras la entrada en vigor de la Constitución, la habilitación
contenida en esa norma, el Abogado del Estado se basa en la previa
tipificación· del ·ilicito,administrativo ahora ·sancionad~ según un
complejo proceso interpretativo. a saber:: El art. 2, apanado cuarto, del
Rcal Decreto 444/1977. establece-Ia necesidad de previa: autorización
administrativa para la explotación pública de ,todo-. tipo dejuegos Que ,se
realicen mediante máquinas o aparatos automáticos, previsión que, a su
juicio, hay que poner en relación con ro dispuesto en el art.,IO.2 de la
citada norma en· cuya virtud -«las infracciones de lo .Qispuesto en eJ
presente Real Decreto» podrán ser sancionadas en los térrninosprcvis­
tos en ese mismo apartado; así pues y de esta última frase el
representante del Estado deduce Que el apartado se~undo del an. 10 del

ciiado· Real Decreto, en su inciSo inicial, no hace sino tipificar una
nlleva infracción en terminas genericos, por remisión a todo incumpli~

miento de las disposiciones contenidas en el citado ReaJ Decreto. Tal
interpretación no es admisibl~. pues si bi~n es ci~rto ~.ue.el ei.ta,do R~al
Decreto ya sometía a la neceSIdad de prC"Vlél autonzaclon adm¡nlstratlva
la explotación pública de juegos mediante máquinas. ello se reducía a
una· genérica regulación encaminada a definir este tipo de ju~os y los
requisitos necesarios para su utilización y explotación, pero stO que la
falta de esta autorización encuentre su correlato en el catá10go de
infrncciones previstas en el art. lO, L Y el apurtado segundo de este arto
no puede ser interpretadO en el sentido ,señnlado, dado que se limita a
prever'y tipificar ·Ias sanciones que, en su caso, pueden imponerse a las
mrrJcclones previamente contempladas alli, y a las que en un futuro se
contengan en los reglamentos panicularcs que se dicten en ejecución del
mismo Real Decreto. Así. cuando el inciso inicial del apartado segundo
del art. 10 scnala (das infrncciones de lo dispuesto en el presente Real
Decretm}, ha de entenderse que se refiere a aquellas infracciones
expresamente tipificadas en el apartado primero del mismo precepto y
no, como prctendcel Abogado del Estado, a cualquier incumplimiento'
de las disposiCIOnes de todo el Real Decrdo, pues· ello implicaria la
posibilidad de sancionar -conductas que no han Sido previamente
tipificadas como infracción, lo cual entra en abierta contradicción con
In garantía material dc-l prmcipio de legalidad, en cuya virtud nadie
puede ser sancionado por acciones u omisiones que en el momento de
producirse no constituyan infmcción administrativa segun la legisl~ción

vigente en aquel momento. Otra cosa es, claro .cstá, que el funCIOna­
miento no autorizado permita la clausura de las instalaciones pues en
("Ste caso. no se trata de la imposición de sanción alguna, sino de
imposibilitar una actuación al margen del derecho. " '

Por todo lo expuesto, y una vez rIXhazado que la conducta
sancionada estuviera tipificada como Infracción administrativa. en las
normas preronstituciónales., la inclusión ex 1101'0 de esta conducta como
tal infracción en la Orden de 3 de abril de 1979 y posteriormente en el
Reill IXcrcto 1.794/1981. de 24 de julio, sólo pudo operarse utilizando
una habilitación ya caducada y, en consecuencia, la sanción aplic,ada
carece de la cobertura legal cxigida por el art. 25.1, de la ConstitUCIón.
Procede, pues, conceder el amparo solicitado por tal ~otivo.

4. La estimación de este motivo hace su¡)crfluo (como ya se puso
de manifieslo en STC"2D7/1990, fundamento juridico 1.0, inciso final)
el examen de los restantes en que se funda la demanda, pues en cuanto
referidos a la resolución judidaJ posterior han quedado sin objeto al
nnularse los actos administrativos cuya revisión constituía el objeto de
la misma.

FALbO

En atención a lo expuesto'. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia, anular las Resolu­
ciolles del Ministerio del Interior de 3 de febrero y de 7 de junio de: 1982,
en cu~'a virtud se imponía al recurrente la multa de 550.000 pesetas por
infmedón muy·gravc prevista en el arto 45<10 del Reglamento ProvisíO:':
nal de Máquinas ,Rccrealivas y d~ Azar de 3 de abril de 1?79~

Publiquese estil Sentencia en el «Boletín· Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veinticinco de novieillbre de mil novecientos
, noventa y uno.-FrancisCo Rubio Llorcnte.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel
Rodríguez~Piñero y Bravo-Ferrer.-Jose Luis de' 'los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bcreijo.-Firmados y rubricados. r-

La, Sala Se~unda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
FranCISCo RublO Llorente. Presidente; don Eugenio Díaz Eimi1. don
Miguel Rodriguez-Piñero y 'Bravo~Ferrer, don Jose Luís de los Mozos y
de los Moz~s, don Alvaro Rodrigl!ez Bereijo y don Jose Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunciado

30856 Sala Segunda, Sen/encía 120;1991. de 25 de ,noviembre.
Recurso de amparo 524/1989. Contra aclo del Gobierno
vasco por el que se dio respuesta negali\'o, a /ra\'és de la
Mesa del Parlamemo,_-a preguntaformulada por Euskadiko
Ezquerra sobre efestlllo de gastos reservados. Supuesla
vulneración de los'deredIOs a recibir ilt(ormacíón veraz J' a
ejercer sin limi/ación la función parlamentaria:

EN NOMBRE DEL REY

la sig!Jiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 524/1989. interpuesto por el Procura·
dar de los Tribunales don José Manuel Dorremochca Aramburu. en
representación de don Fmncisco JaVier Garmcndia Martinez. don Pedro
Aulestia lJrrutia, don Javier Jesús María M.arquicgui Candina, dona
Maria dcl Coro Garmendia Galvete, don Pablo Angel Ruiz de Gorde~
jucla Urquijo. don Mario Onandía N;¡txiondo, dCln Martin Auzmend¡
Alkrbc, dor¡ Javier Gurruchaga AizpcolcJ y don Francisco Javie:
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Olaberri Zazpc, asist.idos del Letrado don Fer:nando Campo Antoña,:\zas,
contra acto del GobIerno vasco por el que dIo contestacIón, a traves de
la Mesa del Parlamento, en propuestas formnuladas por Euskadiko
Ezqucrra sobre· destino de gastos reservados. Han sido partes, el
Gobierno vasco, representado por el Letrado don A~ustín Pércz Barrios.
y con posterioridad, por el también Letrado don. Mlkcl Legarde Uriarte,
)' el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz
Eimil, quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecedentes

L El 17 de marzo de 1989 se presentó en el Juzgado de Guardia y
el día 20 se registró en este Tribunal un- escrito de don José Manuel
Dorrcmochea Aramburu, Procurador-de los Tribunales. quien, en
nombre y representación de don Francisco Javier Garmendia Martinez,
don Pedro Aulestia Urrutia. don Javier Jesús Maria Marquiegui
Candina, doña María del Coro·Garmendia Galvett\ don Pablo Angel
Ruiz de Gordejuela Urquijo, don Mario Onandia- Natxiondo, don
Martin Auzmendi Allerbe. don Javier, Gurruchaga Aizpeolea y don
Francisco Javier Olabcrri zazpc, interpone recurso de'amparo contra la
contestación dada por el Gobierno vasco a las preguntas formuladas, a
traves de la Mesa.del Parlamento vasco, sobre el destino de los gastos
rescrvados habilitados en los Departamentos de Interior y Presidencia
en los Presupuestos-Generales de 1988 y 1989. Se invocan los arts. 23.1
y 20.1 d) de la Constitución. '

2. La demandase funda en Jos siguientes antecedentes:

a~ El 8 de febrero de 1989 se publicaron en el «Boletín Oficial» del
Parlamento vasco las ,preguntas, formuladas por los parlamentarios de
Euskadiko Ezqucrra, don Javier Garmendia Martínez y, don Martín
Auzmendi Allcrbe. referentes al destino de los gastos reservados de los
Departamentos de Interior y Presidencia de la Comunidad Autónoma
habilitados c,:, los Presupuestos Generales dc 1988 y 1989.

b) Admitidas a tramite y remitidas para su contestación a la
Cpmisión dc Instituciones e Interior. fueron Incluidas en el orden del dia
23 de febrero de 1989. Las preguntas fueron respondidas por el
Consejero de Interior del Gobierno vasco don José Manuel Lasa
Hurcgui y por el Secretario de la Presidencia don Jon Azua Mendía, en
el sentido de denegar la información $olicitada debido al carácter secreto
dcl()s ~stos reservados según la propi~ Ley que Jos aprueba.

3. .Como fundamentos jurídicos; los recurrentes formulan las
siguientes alegaciones: .

En primer lugar jostiene que su recurso es de los comprendidos en
el art. 43 de LOTe! por interponerse contra un acto de miembros del
Gobierno vasco, y no de un acto· parlamentario que pueda considerarse
incluido entre los interna corporis. exentos del control jurisdiccional.

A tal efecto, cita y comenta la STC 118/1988 con el objeto de
opónerse. ad callfe/am. ante la alegación que de contrario pudiera
hacerse para defender la irrecurribilidad del acto que se impugna con
base en el concepto de los actos de naturaleza parlamentaria, caracterís·
tica de las relaciones OobierncrParlamento.

Sentado ello. alega qué contra el acto impugnado no se abre la vía
contencioscradministraliva. tal·y como puso de manifiesto la Sentencia
de la antigua Sala Quinta del Tribunal Supremo de 9 de junio de 1987.
según la cual el acto del Gobierno por el cual se deniega información a
un ¡xlrlamentario es de naturaleza política sUjeto a control parlamenta­
rio. pero excluido de la jurisdicción contenctOso-administrativa.

En segundo término y como cuestión de fondo. alegan vulneración
de los derechos reconocidos en los arts. 23.1 y 20.1 d) de la Constitución,.
dedicando una extensa argumentación para fundamentar dicha denun­
cia.· que. en síntesis, puede resumirse en la forma siguiente:

a) . El derecho a la participación: política que reconoce el arto 23.1
CE_ incluye el de los ciudadanos miembros de una Asamblea legislativa
Autonómica. bien individualmente, bien- a través de los grupos parla·
mentarios en su función de control del ejecutivo (art. 25 del Estatuto de
Autonomía), la cual comprende un conj.unto de aetÍvidades encamina­
das a garantizar una información cxhaustÍv3 del Parlamento. En lo que
respecta a las preguntas (arts. 140 y siguientes del Reglamento de la

- Cámara), entienden los actores que el Gobierno está obligado a darles
respuesta, y el incumplimiento de tal obligación significa una directa
violación del derecho a .participar en los asuntos públicos de los
parlamentarios e, indi:cct~menie, de todo~ los ciudadanos.' Sostener.que
la falta de respuesta solo tiene consecuenCias de índole parlamentan3 es
pcrv~rtirel sistema parlamentario, ya quc .Ia. función de cont~ol JX!'litico
se ejerce fundamentalmente por la OpoSICIón, que, por pnnClplO, es
minoritaria y no tiene posibilidades de ganar una moción de censura.

Asit;nismo, el orincipiQ d~ publicidad de las decisiones gubernamen·
tales refrenda la tesis anterior. Este principio. básico para un Estado de
Derecho democrático, lo recoge la Constitución en su art. 105 b) (acceso
de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos). y consti·
tuye un medio imprescindible para. garantizar d derecho a la participa­
ción reconocido en el art. 23.1 e.E. Es importante destacar a este
respecto que la Ley ~stalal de Secretos Oficiales, en su art. 10.2. permíte
a los miembros del Congreso de los Diputados y del Senado el acceso

a la información sobre materías clasificadas. Seria paradójico que no se
aplicara el mismo principio en el marco autonómico, cuyo ámbito
competencial es notablemente más restringido que el estataL

Sin cmbargo. los Prepuestos Generales del País Vasco de 1"988 y 1989
prevén determinadas habilitaciones pam gastos reservados sin que los
artículos que los regulan establezcan un régimen juridico concreto. ?ero,
aun si se admite que la Comunidad Autónoma vasca tiene competencia
para calificar como reservadas ciertas materias (lo que es discutible, pues
sólo la seguridad y defensa del Estado justifican el secreto en el ámbito
estatal). el carácter secreto de las mismas no se extiende al Parlamento.

En suma, la denegación de información a los Diputados Que
formulan una pregunta vulnera el derecho a la participación en los
asunlos publicas, concretado en recibir información que recaben del
ejecutivo por vía reglamentaria. La respuesta proporcíonada por los
miembros del Gobierno vasco reduce dicho derecho a limites irreconoci­
bles y vulnera; por tanto, su contenido esencial.

b) También consideran violado los recurrentes el derecho a recibir
información veraz que reconoce el art. 20.1 d) C.E.. Recuerdan los
preceptos de los Convenios Internacionales que lo reconocen. así como
div'ersas Sentencias de este Tribunal, de las Que se desprende que se trata
de un derecho del que son titulares todos los miembros de la colectivi­
dad. que es un derecho esencial para la comunicación pública libre, pilar
de una sociedad libre y, democrática. Sin perjuicio del· papel. esencial de
los medios de comunicación en el acercamiento a las fuentes de
información. es a los miembros del Parlamento y a sus gru~s a quienes
incumbe constitucionalmente la demanda de· ·informaclón sobre el
ejecutivo. La obstaculización de la información'a los miembrO'S del
Parlamento bloquea la difusión de la misma a todos los ciudadanos y
al conjunto de la sociedad.
. Solicitan que se reconozca que la obstrucción a la información
denunciada ha significado la violación de dos derechos mencionados, así
co'mo que se les restablezca en su derecho ·disponiendo la necesidad de
qU,e se dé co~testación a las peticiones de información que formular~n.

En el suplico 4c la demanda se pide que se declare haberse cometldo
las violaciones· denunciadas y-se restablezca a los recurrentes en 'SU
derecho a panicipar en los asuntos públicos y a recibir información
VCfaZ; disponiendo la necesidad (sic) de que por el Gobierno vasco se
dé contestación a las peticiones dc' información que_están en el origen
del recurso dc, amparo.

4. El 19 de junio se dietó providencia admitiendo el recurso a
trámite yel 18 de'septiembre .se·tuvo por personado y parte en el mismo
cI Gobierno vasco, representado por el Letrado· don Agustín Pcrez
Barrio, y se concedió a éste y a los recurrent~ y al Ministerio Fiscal el
plazo comun de veinte dias para que alegaran lo que estimaran
pertinente, dc acuerdo con 10 dispuesto en el art. 52.1. de la LOTe.

5. Los .r~urrentes presentaron escrito en el que se limitan a
ratificar íntegramente el contenido de la.demanda, haciendo suyas todas
las alcgacioncsefcctuadas y suplicando que se tenga por evacuado en
tiompo y forma el traslado conferido.

6. El Gobierno vasco solicitó que se dicte Sentencia desestiman­
do el recurso por concurrir las causas de inadmisibilidad previstas en
ciar!. 50.1, apartados e) ya). de la LOTC, o. subsidiariamente, por no
existir vulneración de los derechos reconocidos por los arts. 20.1 d) y23
de la Constitución_

Dcspucs úe hacer precisiones sobre la distinciun entre «pdición de
informacíóD», a su juicio regulada en el art. 12.1 del Reglamento del
Parlamento vasco. y «preguntas», objeto de contemplación en el art 140
del mismo Reglamento; alega la concurrencia de las causas de inadmisi­
bilidad referidas.

Sobre la primera de ellas, establecida en el art. 50;1 c) de la LOTC,
por carecer manifiestamente la demanda de contenido constitucional.
nduce que la aetuación del Ciobierno vasco. que se impugna, no es una
disposición. acto jurídico o vía de hecho Que pu~a ser objeto .~el
rccurso de amparo. según el art 41.2 de' la LOTe. SInO una actuaclOn
de naturaleza política, cuyo control posible es el derivado del sector del
ordenamiento jurídico que regula las funciones de control parlamenta­
rio, según declara- la STS de 9 de junio de 1987.

Conforme a ello. el Gobierno vasco considera que no es admisible el
recurso de amparo, pero para el supuesto de~ que este Tribunal
entendicse 10 contrario y estimase procedente el recurso previsto en el
arto 43 dc la L-Q:rC. se opondría a su admisibllídad eLno haberse agotado
la vía judicial previa.

En relación concsta segunda causa se cita la STC 1/1988, en.'la que
se declara el carácter subsidiario del recurso de amparo. que Impide
admitir un recurso directo. en el que no se han utilizado precisamente
los mcdios de impugnación ante la jurisdicción ordinaria. establecidas
pqr el ordenamiento procesal. En contra de ello, considera el Gobierno
vaSco que carece de relevancia alguna que d Tribunal Supremo hubiese
declarado, en su Sentencia de <} de junio de 1987, su falta de jurisdicción
para conocer de recurso promovido contra un acto de gobierno que
deniega información a un pal'famentario, puesto -lue, además de tratarse
de supuestos diferentes -en aquel caso, solicitud amparada en el art. 12. t
del Reglamento del Parlamento vasco. y en el presente, pregunta
formulada por el cauce del art. 140 del propio Reglamento-, la
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jurisprude-ncia no es fuente de derecho que pueda dispensar' del
cun1plimicmo de un presupuesto' de procedibilidadexigido por el
ori'l"nam¡~lo jurídico procesal. ...

A las anteriores'consideracíones se añade la alegación de-falta de
legitimación de Jos demandantes para interponer el recurso de amparo,
porque sólo son lítulares de dicha legitimación, según el art 43, en
relación con el 3rt. 46.1 b) de la LOTe, quienes hayan sido parte en el
proceso judicial previo y en el caso de autos no se cumple este requisito,
sino que se ha acudido directamente a este Tribunal Constitucional.

Sobre la cuestión de fondo se exponen extensos razonamientos sobre
la diferencia cualilativa Que existe entre solicitudes de información y

jJrcguntns y la naturaleza y condición de ejercicio de los aerechos
reconocidos en los arts. 20: 1 d) Y 23 de la Constitución, llegando a la
conclusión. después de comentar la doctrina establt>Cida en. diversas
ScnIcncias del Tribunal Constitucional ..,.6jt981, 86t+9B2, 105/1983,
168/1986, 28/1984" 10/1983, 32/1985 Y 161/1988-, d~ qU~ no ha
existido vulneración de los referidos derechos.

"7. El Ministerio Fiscal, coincidiendo ron la défensadel Gobierno
yasco, -solicilÓ la denegación del amparo por concurrir la causa de
inadmisibilidad del arto SO.t a), en relación con e143.1 de la LOTe, por
falta de agotamiento de los recursos utilizables en la- via judicial
procedente. alegando en su fundamento que se ha acudido directamente
a la vía del amparo constitucional. sin agotar antes cl recurso' judicial
previo. en relación con el cual no puede aducirse que no exista, puesto
quc. en tooo caso, será de-aplicaCión la Ley 62/1978, según declara-el
ATC 227/1985, cualquiera que sea la naturaleza jurídica del acto
recurrido, ya que, a pesar de lo dispue.Slo en el arto 2 b) de.la Ley de la
Jurisdicción ContencioSO-Administrativa, después de la promulgación
de la Constitución no existe acto alguno del Gobierno o de la
Administración que se encuentr.e-exento del control jurisdiccional, como
se desprende dI: lo dispuesto en los arts. 103, 106 Y 53.2 de la

, Constitudóp y establece~l ATC731/J985.
8. Por escrito presentado en fecha 10 de abril del;corriente año don

Mikel Legarda Uriane, Letrado del Gobierno vasco, comunicaba a este
Tribunal que dictadas· las SSTC'181/1989 y 196/1990. sobievenidas,con,
posterioridad a la, fecha en que las partes habían evacuado sus escritos
de alegadones en el presente recurso, alegaba que la doctrina constitu­
cional en ellas contenida, referida al derecho fundamentafdel arto 23.2
de la Constitución Española, habúm,.en su opinión, inf1ui40 en la
cuestión objC'to· del· presenté litigio, haciendo una glosa minuciesay
detenida de la jurisprudencia constitucional contenida en las referidas
Sentencias en relación con el presente proceso.

El Tribunal ordenó por providencia de 18 de abril del corriente año
incorpotaraquel escrito a las -actuaciones. dando traslado a la parte ­
recurrente y al Ministerio' Fiscal para que en término de cinco días
nlegasen ·10 pertinente, siendo cumplimentado tal frámíte por la parte
n.'Currente, discrepando de la interpretación dada, por la representación
del Gobierno vasco á la jurisprudencia sentada en las Sentencias que'
citaba, solicitando la desestimación. pOr las razones que alegaba de la
pretensión deducida de adverso. . '

El Ministerio. Fiscal emitió . ínfor¡ne ene! sentido de darse por
instruido del escrito, oponiéndose al mismo y reiterando el suplico de
su escrito de alegaciones.; ,

9. Por providencia de .24 de julio de, 1991. se· SC'ñaló para delibera,;,
ción y votación 'el día JI (le noviembre siguiente. quedando concluida
en el día de hoy., .

1I. Fundamentos jurídicOs

1. . El presente recurso de ,amparo se interpOne por nueve miembros
del Parlamento vasco, componentes del Grupo Parlamentario de Euska·
diko Ezquerra, contra la contestación que dio el Gobiérno' vasco, por
m"dío del Consejero del Interior y el Secretari9 de la Presidencia, a la
solicitud de inffinnación 'sobre el destino de determinados gastos,
habilitados como «rescrvados» en los Presupuestos de -los años 1988 y
1989, solicitada por dos de dichos parlamentarios, El Consejero del
Interíor se expresó en los siguientes términos: «Los gastos reservados
tienen el carácter de secreto, precisamente por la propia 'Ley que los
aprueba, es dccir. es el propio Parlamento, expresión de Ja voluntad <

popular, quien declara la naturaleza· secreta .del destino' de los mismos;
v por su Scnoria se me pide la vulneración de esa decIsión mayoritaria, ,
que comprenderá..no estoy dispuesto a hacerlo; no sólo por mi capricho,
sino desde el respeto y acatamiento de una Ley nacida de la voluntad
democráticamente expresada»; y el Secretario de la Presidencia se limitó
a ratificar dicha contestación.

En el recurso se alega vulneración de los derechos a participar en los
asuntos públicos y a recibir libremente información veraz, respectiva­
mente garantizados por los arts. 23.1 y 20.1 d) de la Constitución, a lo
cual se oponen el Gobierno vasco, comparecido como parte demandada.
y el Ministerio Fiscak quienes alegan, en primer término, la ¡nadmisibi­
lidad del recurso por concurrir, según ambos,.la causa de falta de
<lgotamiento de la Vla judicial procedente,-prevista en clart. 50.1 a), en
relación con el 43.1, de la LOTC, y ademas, según c¡Gobierno vasco,
la de carencia manifiesta en la demanda de contenido constitucional,
establecida en el arto 50.1 c) de la misma Ley. y l~ falla de legitimación

de los demandantes por no tener la condición de parte en. el proceso
judicial procedente. se-gún dispone el art. 46,1 b) de la Ley citada: cau~s
de inadmisibilidad que, por su carácter formal, requieren solUCIón
prioritaria.

2, El análisis de la primera de dichas causas de inadmisibilidad
requiere determinar previamente cuál es el poder público del que
nrocC'dec1 acto recurrido. pues de ello depende el regimen jurídico
~lplícablc en cunnto que, de las lres clases de amparo constitucional. Que
respectivamente reglflan Jos arls, ,42. 43 Y 44 ~e.la ~~:nc, s,?lament~ ,en
los dos (¡ltimos se eXIge el agotamlcnto de la "'la JudiCial preVIa, requIsito
que es improcedente en la primera de ellas, la cual se accede de manera
directa como excepción al carácter subsidiario que, en los otros dos
supuestos, ostenta el recurso de amparo, ante el Tribunal Constitucional.

En el caso contemplado no puede abrigarse duda alguna que nos
hallolmos ante un recurso de amparo del arto 43. extremo éste sobre el
cual las partes procesales, incluido el Ministerio Fiscal, están de acuerdo,
coincidiendo todas ellas, sin discrepancia alguna en la postura Que en tal
scnlido se adop~a ,en la demanda, segó,n la cual «el fresente recUrso de
amp<lro es ,pcrltnente a Ienor de lo dispuesto en e arto 43 de la Ley
Orgánica drJ Tribunal Constitucional, en ·relación con el arto 41 del
citado texto legal, por cuanto el acto denegatorio de la información
pedida procede del Gobierno» -fundamento 1 de Derecho prócesal-, y
«.fesllltu pertinente aquí traer a colación la doctrim¡ expuesta por el
Tribunal Constitucional en Sentencia de la Sala, Primera núm. 118/1988,
de 20 dc junio, a tenor de la cual ia negativa a faCilitar por parte de
miembros del Gobierno vasco la .Información solicitada por los parla­
mcntarios de Euskadiko EZQuerra, seria plenamente incardinable en los
supuestos quc el art. 43 de la Ley Organica del Tribunal Constitucional
considcra susceptibles de recurso de amparo» -fundamento·1I de
Derecho procesat-; afirmaciones que se completan añadiendo, e!1 este
mismo fundamento jurídico, que «lo anteriormente expuesto se dice ad
calf1C'/am, porque puede que de adverso se sostenga que no estamos ante
un acto de Gobiern.o susceptible de recurso perla vía del arto 43 de la
Ley Orgánica del -Tribunal Constitucional, sino ante 'un acto de
naturaleza parlamentaria.. característico de las relaciones Gobierño­
Parlamento», y que se sale así «al p~so de una eventual oposición a la
admisión del presente recurso, .acobijo de la doctrina de los- interna
corvo.ris acla». . , '.,

-·Tal unánime coincidencia de las partes sobre el-origen gubernativo
del at;to recurrido. y, por tantó, sobre la, incardinación del recurso de
amparocn el citado arto 43 es de insoslayable aceptación, puesto Que, en
efecto, la impugnación" se dirige contra un acto emanado dc' miembros
del Gobierno vasco y nocontraun acto parlamen~ioque ,se recurra por

·el cauce del art. 42; siendo por ello igualmente inevitable, una· vez
comprobado quec!' recurso de amparo se interpope d,e manera directa,
sin haber previamente acudido al proceso judicial procedente, estimar
que, en principio, se ha incurrido en la faita de agotamiento de la vía
judicial a que se refiere el arto 43.1 de la LOTe. .

Parece, por lo tanto, que debiera declararse ·Ia ·inadmisibilidad del
recurso prevista en el art. 50.1 a), en relación con el 43.1 citado, de la
propia LOTe 'Sin embar~, tal inicial, impresión no puede conducirnos
adccrctar esa inadmisibdidad, porque frente a ella debe considerarse
que la regla general del carác~r subsidiaria del rccursode amparo
sígnifica que el agotamiento procesal que Cóndiciona su apertura se
produzca en relación con la' vía judicial «proeedenIe» -ar1.43.'1- Q con
todos los recursos «utilizables» -arto 44.1 a)-, y, por lo tanto,carece de
sentido alguno ,exigir. el cumpJi.mi,ento de 'ese -pre~Lipuesto fo~~l,
cuando es de ImposIble cumpllmlentopor-no eX,I.Sllr vía JudICial
«procedente» o recursos «utilizables» susceptibles de ser agotados. Lo
.contrario sería. en tales supuestos, condenar' a la demandante .de
amparo, de manera irremisible, a la inadrnisibilidad, hubiere- o no
intentado agotar una vía judicial «improcedente» o un recurso «inutHi­
zabk»,puesto que si lo intentara incurriría en extemporaneidad por
carccerde eficacia intcrrupüva del plazo de interposición del amparo 'la
utilización de ia vja o recurso judicial improcedente o ü;lUtilizable, y si
no lo intentara incidiría. de ar;:ogersc [a tesis del Gobierno vasco· y del
Ministerio Fiscal, en la falta de agotamiento que estos· "proPlIgnan,
ha~jendo, por lo tanto, imposible el acceso a esta jurisdicción consti14l­
cional. conclusión Que es manifiestamente inacepIable.

El caso presente·es uno de esos supuestos excepcionales en el que la
inIerposición directa del amparo no determina s,u inadmisibilidad, pues
la violación de derechos fundamenIales se imputa a un acto -negativa
del Gobierno vasco a facilitar'la información solieítadapor los parla­
mentarios vascos- ante el cual la Ley no -concede medio de impugnación
anIr los Jueccs en cuanto que. por su naturaleza política, está excluido
del control de la jurisdicción contencioso-administrativa o de cualquier
otm de orden distinto, siendo por lo tanto improcedente el imponer a
los recurrentes de amparo Que acudan a los _órganos judiciall?S en
demanda de una revisión para la cuulcarecen éstos de jurisdicción. y
que se r11anifiesta. por 10 tanto. innecesaria por inútiL Así lo tiene
declarado la jurisrpudencia del Tribunal 'Supremo y así tambien lo ha
establecido este Tribunal Constitucional en las SSTC 45/1990 y
196/1990, cuya doctrina damos aquí por reproducida en arde": a
declarar que no cxiste vía judicial que agotar y, parella, la interposición
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directa del recurso de amparo no incurre, desde esta perspectiva
procesal, en causa de ¡nadmisibilidad por tal razón.

3. Lo anteriormente expuesto conduce a rechazar también la causa
de ¡nadmisibilidad del art. 50.1 a), en relación con el 44.1 e), de la
LOTe, por cuanto la falta de invocadón se alega como consecuencia de
la falta. de agotamiento. cuya desestimación presupone necesariamente
que la Invocadon no es exigible por no existir via judicial previa en la
que pueda hacerse. Igual destino desestimatorio debe tener la ¡nadmisi·
bilidad por falta manifiesta de contenido constitucional que previene el
art. 50.1 e) de la LOTe, puesto que esa causa solamente opera en el
tramite del art. 50.3 de la mIsma Ley, careciendo de sentido alguno
nlegarla una vez superado dicho trámite, ya Que. en virtud de ello, el
contenido constitucional de la pretensión del demandante de amparo
pasn a eonstitl:lír el fondo de la_ cucstión a dilucidar.

4. La desestimación de las causas de inadmisibilidad nos sitúa ante
el problema de fondo que. según se deja dicho, consiste en determinar
si In contestnciónnegativa del Gobierno vasco a facilitar la información
solicitada por los parlamentarios demandantes, en lisdde la facultad que
les confiere el arto 12.1.° del Reglamento de la Cámara Vasca de 11 de
febrero de 1983, vulnera los derechos fundamentales de participación
política ya recibir .información veraz. garantizados respectivamente por
los arts. 23 y 20.1 e} de la Constitución. '

La primera reflexión que dicho problema suscita es la de que la
doctrina de los interna corporis acta Tío guarda relación de clase alguna
con el debate de fondo planteado en este proceso, puesto que -esa
doctrina sólo puede tener aplicación en los recursos de amparo promovi­
dos contra decisiones o actos sin valor de Ley. emanados de las Cortes
Generales y de las Asambleas Legislativas, o Autónomas. y ya se dejó
establecido que el presente amparo se dirige Contra un acto del Gobierno
vasco;. que precisamente por este origen no puede resultar afectado por
la referida doctrina. aunque haya sido invocada., o más bien aludida. por
los demandantes. en cuanto que lo ha sido con el exclusivo propósito de
oponerse a. una eventual alegación de inadmisibilidad del recurso;
aspecto este que ha sido ya objeto de examen y resolución en el anterior
fundamento Jurídico. Debemos, por tanto, excluir del ámbito de este
recurso toda consideración a la antedicha tJoctrina. . ... _

A la anterior reflexión hay que añadir una segunda. consistente en
que la cuestión de fondo debe ser abordada partiendo de la idea rectora
de que· el· acto gu\lernativo recurrido ha sido adoptado frente a los
recurrentes en su cualidad de miembros de una Asamblea legislativa, es
decir. de parlamentarios. 'i no en consideración a su condición de
ciudndanos~ en atención a aquella cualidad, que es la de que los
demandantes hacen valer en este recurso. el ünico derecho fundamental
que puede haber vulnerado el acto recurridoes el garantizado por el art.
23 de la Constitución, a travésdcl cual pretenden que se les proteja en
la efectividad de su función parlnrncntaria, que estiman integrada en el
derecho a participar en fos asuntos públicos reconocido en dicho art. 23.
Excluido este derecho fundamental, ios demás que garantiza la Constitu­
ción sólo podrían venir afectados si el acto recurrido excediera de ese
ámbito parlamentario enel que desenvuelve sus efectos y tuviese alguna
clase de re[ació1J. con la condición de ciudadanos que. obviamente,
también ostentan los demandantes. pero qUe en este recurso es total­
mente ajena a la cuestión planteada. determinando que aquí no
podamos apreciar vulneración constitucional que no venga referida al
mencionado arto 23 de la ConstitiJción.
> J En con~ucncia" procede también excluir la oosibilidad de que el
derecho a recibir informaCión veraz. reconocido en el art. 20.1 e) de la
propia Constitución. b,aya sido lesionado. por el acto recurrido; puesto
que en palabras de la STC 159/1986"es éste un derecho que tiene como
características esenciales estar dirigido a los ciudadanos en general al
objeto de_ que puedan formar sus convicciones. ponderando opiniones
di\-'crgcntcs e incluso contradictorias y purticipar así en la discusión
relativa a los asuntos públicos: es dt'cir. se trata de un derecho que nada
liene quc ver con los contro1cs politicos que las leyes atribuyan a las
Asambleas ~egislativas y a sus mic-mbros sobre la acción de gobicrno.
en el seno de sus relaciones institucionales Con el Poder Ejecutivo.

En resumen. la invocacíon dél art. 20.1 e) carece de fundamentación
válida., constituyendo en realidad· un olvido de que el derecho de recibir
lllformación veraz que gamn-liza ese prcccpto constitucional es un
derccho de libertad. que no consiente ser convertido en un dcrccho de
prestación. como implícitámente pretendcn los demandantes.

5. En relación con el derecho protegido por el art. 23 de la
Constitución. la solución viene prcsidlda por las siguientes premisas~

extraídas de la doctrina que en csta materia han estableCido, entre otras.
las SSTC 32/1985. 161/198& 45/1990 Y 196/1990 Yef ATC 426/1990:
a) el derecho fundamental reconocido en el arto 23 de la Constitución es
un derecho de configuración legal. correspondiendo ala Ley -concepto
en cl que se incluyen los Reglamentos Parla'Tlcntarios~ ordenar los
derechos y. facultades que "COrrcspondan a los distintos cargos y
funciones públicas. pasando aquéllos. en virtud de su creación legal. a
quedar integrados en el status propio de cada cargo con la consecuencia
de que podrán sus titulares defender. al amparo del art. 23.2 de la C.E.

el ¡liS illqf]iciulII que consideren ilegítimamente constreñido; b) ~l citado
derecho constitucional garantiza no sólo el acceso igualitano a las·
funciones y cargos públicos, sino también a mantenerse en ellos sin
pcrturbac10nes ilegítimas -Y a que no se les impida desempenarlos de
conformidad con lo .que la Ley disponga; c) cuando se trata de una
petición de amparo deducida por representantes parlamentarios en
defcnsa del ejercicio de sus funciones la aplicación del art. 23 engloba.
de manera inseparable. los dos números de los que consta: d) ¡os actos
a través de los cuales se articulan las peticiones de información y
preguntas de los parlamentarios a los miembros del Gobierno y, en
generaL todos aquellos ,que produzcan en el ámbito de las relaciones
entre GobÍl.:rno y Parlamento. incluidos los autonómicos. agotan nor·
ll1nlmcntc sus efectos en el campo estrictamente parlamentario, dando
lugar. en su caso, al funcionamiento de los instrumentos de. control
político, que cxduye~ gcneralmente, lanto la fisCalización judicial como
In de este Tribunal Constitucional. al que no le corresponde el control
de cunlquicr clase de alteraciones o irregularidades que se produzcan en
las reladones políticas o institucionales entre legislativo 'i Ejecutivo: e)
sin embargo. la doctrina general anterior no excluye'que. excepcional­
mente. en el desarrollo de esa clase de relaciones pueda vulnerarse el
cjercido del derecho fundamental que a los parlamentarios les garantiza
el art.. 23 de la C.E.• bien por el Ejecutivo. bien por· los· propios órganos
de las Cámaras. si se les- impide o coarta el ejercicio' de la fundón
parlamentaria. Es importante destacar que esto no supone constituciona­
lizar todos los· derechos y facultades que constituyen el Estatuto del
parlamentario. sino tan sólo aquellos que pudiéramos considerar perte­
necientes al núcleo esencial de la funCión representativa parlamentaria,
como son, principalmente. los quelienenrelación1:lirecta con el ejercicio
de las potestades legislativas y de control de la acción del Gobierno.
debiendo, además. sostenerse que, mientras los obstáculos al ejercicio de
las facultades que integran la función parlamentaria provenientes de los
propios órganos de las Cámaras son: en 'principio. susceptibles de
revisión en nmparo, las respuestas o actuaciones del Ejecutivo en réplica
.1 .tal ejercicio constituyen. también en principio. ejercicio de las
funciones gubernamentales -propias. susceptibles de control político 'i
parlamentario -:y. en ultima Instancia, electoral-, pero no revisables. en
gefleral. desde consideraciones de corrección jurídica. so riesgo de
prctcnder una judicialización inaceptable de la Vida política, no exigida
en modo alguno por la Constitución. y poco conveniente con el normal
funcionamiento de la actividad politica de las Cámaras Legislativas y del
Gobierno. '

La aplicación de la anterior doctrina al caso debatido nos conduce.
rccta y claramente. a la denegación del amparo solicitado, puesto que los
parlamentarios demandantes no sufrieron limitación de clase alguna. ni
por parte de la Cámara de la que son miembros. ni del Gobierno. en el
ejercicio de su derecho a recabar información de éste sobre el destino de
dcterminados fondos reservados. y. en 13.1 sentido. realizaron plena­
mente su derecho. sin constricción Ilegitima a su (unción parlamentaria
de control de la acción del Gobierno. ,aunque la respuesta obtenida de
éste consistiera en negar la información -por considerar que 10 contrario
scría incumplir la ley. dictada por la propia Cámara a la que pertenecen
los demandantes, que calificó de «reservados» los fondos a los Que se
refirió el requc'rimientode información.

No corresponde a este Tribunal Constitucional decidir si esa negativa
a infon~1.ar es> politicamente .opor!una. sino tan sólo reitera~ ~>u~ la
deneg.1clOn o Incompleta satisfaCCión de una pregunta o petlClOn de
informacioR formuladas por parlamentarios no supone, por sí misma. la
vulneración del derecho fundamental al ejercicio del cargo garantizado
por el art. 23 de la CE.• que no comprende el derecho a una respuesta
con un concreto contenido, puesto que ~l -cauce de control de tal
actuació1) gubernamental es el de la acción politica de dichos parlamen·
tarios: ya se deja dicho que lo contrario seria supfantar dicha acción
política por la que estc.Tribunal; con manifiesto exceso en el ejercicio
de su fundón y compctcncius e indebida desnaturalización del ámbito
del art. 23. extendiéndolo más allá. de los limites Que le son propios.

FALLO

En atención -.a lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPA:\;OLA,

Ha decidido

Dcnc-gar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el (Boletín Oficial del EstadOt).

Dada en Madrid a veinticinco de noviembre de mil novecientos
noventa y uno.-Francisco Rubio Uorente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel
Rodrígucz·Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bcreijo.-José Gabaldón López.-Firmados y
rubril'ados.


